El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD / PRINCIPIOS QUE LA RIGEN: TAXATIVIDAD, PROTECCIÓN Y ESPECIFICIDAD.
Por sabido se tiene que el régimen de las nulidades procesales gira en torno a los principios de la especificidad, protección y convalidación.

Así lo ha enseñado la Corte Suprema de Justicia, aunque en vigencia del Código de Procedimiento Civil, en jurisprudencia que se considera aplicable al caso, en que está vigente el Código General del Proceso, en razón a que ambos se inspiran en esos mismos principios:

“Las nulidades procesales no responden a un concepto netamente formalista, sino que revestidas como están de un carácter preponderantemente preventivo para evitar trámites inocuos, son gobernadas por principios básicos, como el de especificidad o taxatividad, trascendencia, protección y convalidación…”. (…)
En el caso concreto, pretende la Jefe de la Oficina Jurídica del Invima se declare la nulidad del auto proferido el 22 de noviembre último, porque la impugnación fue presentada de manera tempestiva.

Sin embargo, hecho como ese no está consagrado por el legislador como causal de nulidad en el artículo ya citado. En consecuencia, puede decirse que no se encuentra satisfecho en este caso el presupuesto de la especificidad.
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En obedecimiento a lo ordenado por la Corte Constitucional, en providencia del pasado 10 de abril, se decide la solicitud de nulidad formulada por la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Invima, quien pretende se declare respecto del auto proferido por esta Sala el 22 de noviembre de 2018, por medio del cual se declaró extemporánea la impugnación que formuló contra la sentencia proferida en la acción de tutela de la referencia.
Aduce la peticionaria que el vicio se produjo porque el fallo, aunque fue notificado el 23 de octubre de 2018, lo cierto es que el oficio respectivo no permitía visualizar el fallo de tutela, circunstancia que se puso en conocimiento del juzgado de primera instancia, el cual, en consecuencia, procedió a notificar adecuadamente esa decisión el 24 del citado mes. Por tanto como es a partir de esta fecha y no de aquella, desde la cual se debía empezar a contabilizar el término de ejecutoria de la citada providencia, la impugnación presentada el 29 siguiente fue oportuna.  
Para resolver,    S E     C O N S I D E R A :

1. Por sabido se tiene que el régimen de las nulidades procesales gira en torno a los principios de la especificidad, protección y convalidación.

Así lo ha enseñado la Corte Suprema de Justicia, aunque en vigencia del Código de Procedimiento Civil, en jurisprudencia que se considera aplicable al caso, en que está vigente el Código General del Proceso, en razón a que ambos se inspiran en esos mismos principios:
“Las nulidades procesales no responden a un concepto netamente formalista, sino que revestidas como están de un carácter preponderantemente preventivo para evitar trámites inocuos, son gobernadas por principios básicos, como el de especificidad o taxatividad, trascendencia, protección y convalidación. Por ello, siguiendo la orientación de restringir en lo posible los motivos de invalidez procesal, el Código de Procedimiento Civil consagró todo un sistema a dicho propósito, en cuanto consignó reglas en relación con la legitimación y la oportunidad para alegarlos, dejando al juez la potestad de rechazarlas de plano cuando la solicitud de nulidad se funde en causal distinta de las determinadas en ese capítulo, en hechos que pudieron alegarse como excepciones previas u ocurrieron antes de promoverse otro incidente de la misma índole, o cuando se propone después de allanada (art. 143). Esto significa, entonces, que las causales de nulidad procesal no pueden ser formuladas por cualquier persona, ni en el momento que discrecionalmente quiera (CSJ SC 017-1997 del 22 de may. de 1997, rad. 4653. En el mismo sentido: SC 018 2002, del 20 de feb. de 2002, Cas Civ. del 29 de feb. de 2012, rad. 5000131030012003-03026-01)…” 

También la Corte Constitucional se ha pronunciado en relación con el tema:

“… Es entonces al legislador a quien le compete, en desarrollo del artículo 29 de la Constitución Política, determinar “las formas propias de cada juicio” y, en desarrollo de esta función, determinar las irregularidades que generan nulidad para garantizar la vigencia de las garantías del debido proceso. Es sólo por excepción que la Constitución Política toma directamente una decisión en la materia, cuando el inciso final del artículo 29 dispone que: “Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”. En este sentido, esta Corte ha reconocido que “corresponde al legislador dentro de su facultad discrecional, aunque con arreglo a criterios objetivos, razonables y racionales, desarrollar a través de las correspondientes fórmulas normativas las formas o actos procesales que deben ser cumplidos para asegurar su vigencia y respeto. En tal virtud, la regulación del régimen de las nulidades, es un asunto que atañe en principio al legislador, el cual puede señalar, con arreglo a dichos criterios y obedeciendo al principio de la proporcionalidad normativa, las causales o motivos que generan nulidad, a efecto de garantizar la regularidad de las actuaciones procesales y consecuentemente el debido proceso”
. Así, en ejercicio de esta competencia normativa, tanto el CPC (artículo 140), derogado, como el CGP (artículo 133), vigente, determinan las causales de nulidad procesal, cuyo carácter taxativo fue declarado constitucional por esta Corte
. En este mismo sentido, también hace parte del margen de configuración normativa del legislador en la materia, la determinación de las hipótesis en las que el vicio puede ser subsanado o convalidado y las que no
, así como la precisión de las consecuencias que la nulidad procesal acarrea. Esto quiere decir que el legislador establece, por esta vía, una gradación de la importancia concreta de las formas procesales para determinar (i) los defectos procesales que generan nulidad y los que no; (ii) el carácter saneable o insaneable de determinado vicio procesal
; y (iii) las consecuencias de la declaratoria de nulidad procesal. Se trata de decisiones que hacen parte de la competencia del Congreso de la República para diseñar los procesos judiciales
 y, de esta manera, establecer el proceso como uno de los instrumentos esenciales para la eficacia del derecho fundamental de acceso a la justicia
 y para la realización de la justicia
 y la igualdad materiales
…” 
 

Es entonces el propio legislador el que regula las formalidades de los actos procesales y establece las sanciones que su inobservancia impone, entre ellas la nulidad de los procesos cuando se produce alguna de las circunstancias que taxativamente enlistan el artículo 133 del Código General del Proceso y el 29 de la Constitución Nacional; también se ocupa de señalar la oportunidad en que tales defectos deben alegarse y la forma como pueden sanearse. Se busca en tal forma garantizar la seguridad jurídica y evitar la proliferación de incidentes de nulidad.
En el caso concreto, pretende la Jefe de la Oficina Jurídica del Invima se declare la nulidad del auto proferido el 22 de noviembre último, porque la impugnación fue presentada de manera tempestiva.
Sin embargo, hecho como ese no está consagrado por el legislador como causal de nulidad en el artículo ya citado. En consecuencia, puede decirse que no se encuentra satisfecho en este caso el presupuesto de la especificidad.
Ni siquiera la supuesta indebida notificación en que incurrió el juzgado de primera instancia, al poner en conocimiento del fallo de tutela sin remitir esa providencia de manera adecuada está prevista como causal de nulidad en el numeral 8º de la citada disposición, ya que esta exclusivamente aplica para los eventos en que no se practica en legal forma la del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que se deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

En consecuencia, como los hechos en que se sustentó la nulidad propuesta no están previstos por la ley ni por la Constitución como vicios capaz de afectar la actuación, se rechazará de plano la solicitud dirigida a obtener su declaración de conformidad con el último inciso del artículo 135 del Código General del Proceso que ordena proceder así cuando la respectiva petición se funde en causal distinta de las señaladas en el capítulo de que hace parte esa norma.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E :

1. Rechazar de plano la nulidad alegada por la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Invima.
2. Ejecutoriado esta providencia, remítase el expediente al juzgado de origen.
3. Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más eficaz.
Notifíquese

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, sentencia del 10 de junio de 2015, MP. Dr. Jesús Vall de Rutén Ruiz, expediente11001-31-03-006-2008-00353-01 


� Corte Constitucional, sentencia C-491-95.


� “Es el legislador, como se advirtió antes, quien tiene la facultad para determinar los casos en los cuales un acto procesal es nulo por carencia de los requisitos formales y sustanciales requeridos para su formación o constitución. Por consiguiente, es válido, siempre que se respete la Constitución, el señalamiento taxativo de las nulidades por el legislador”: Corte Constitucional, sentencia C-491/95.


� “(…) es precisamente el legislador el llamado a definir los hechos y circunstancias que dan lugar a las nulidades y también el encargado de estatuir lo relativo a las posibilidades de saneamiento o convalidación de actos o etapas procesales, la manera y términos en que pueden obtenerse”: Corte Constitucional, sentencia C-217/96.


� “El Código de Procedimiento Civil que nos rige con un criterio que consulta la moderna técnica del derecho procesal, señala la taxatividad de las causales de nulidad, es decir, de los motivos que dan lugar a invalidar un acto procesal, y el principio de que no toda irregularidad constituye nulidad, pues éstas se entienden subsanadas si oportunamente no se corrigen a través de los recursos”: Corte Constitucional, sentencia C-491/95.


� Entre otras sentencias puede consultarse las sentencias C-227/09 y C-144/10.


� El acceso al a justicia implica, entre otros, la previsión de elementos orgánicos tales como la existencia de cobertura del aparato judicial y procesales que faciliten y no limiten de manera desproporcionada el derecho fundamental. C-426 de 2002  C-227/09


� Corte Constitucional, sentencia C-086 de 2016.


� “(…) la Constitución confió en el legislador la competencia para diseñar, de manera discrecional, las estructuras procesales en las distintas materias, siempre y cuando respetara, con dichos procedimientos, garantías fundamentales del debido proceso (artículo 29 de la Constitución), el acceso a la justicia (artículo 229 de la Constitución) y el principio de igualdad (artículo 13 de la Constitución) y velara porque dicho proceso propenda por la realización de los fines esenciales del Estado, en concreto la justicia y la igualdad material de todos (artículo 2 de la Constitución), a través de formas 


� Sentencia C-537 de octubre 5 de 2016
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